
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 71 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DEL DIPUTADO RICARDO VILLARREAL GARCÍA, 

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

El suscrito, diputado Ricardo Villarreal García, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional 

en la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción 

II, y 78, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, concordantes con el diverso 

6, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, se permite presentar para su 

análisis y dictamen la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 71 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para facultar a los ayuntamientos para presentar 

iniciativas ante el Congreso de la Unión en asuntos de competencia municipal con base a la siguiente 

Exposición de Motivos 

Los más notables juristas y expertos en derecho parlamentario, señalan que la iniciativa legislativa, es la 

presentación en una de las Cámaras del Congreso, de una propuesta articulada para regular jurídicamente una 

materia con la consiguiente obligación de aquélla, de adoptar al respecto alguna deliberación y decisión. 

Desde otra perspectiva, también puede definirse la iniciativa legislativa, como la facultad conferida por la 

Constitución o ley suprema, a determinados sujetos, para promover una nueva ley o la modificación de un texto 

normativo vigente y hasta de la Constitución. La iniciativa legislativa además es, la primera fase del 

procedimiento legislativo.1 

O como lo señala en el manual parlamentario editado por la LIV Legislatura (1988-1991) de la Cámara de 

Diputados del Congreso de la Unión, el licenciado Miguel Ángel Camposeco Cadena afirma que: “La iniciativa, 

como su propia etimología y nombre lo indican (initium), consiste en la facultad que tienen ciertos funcionarios 

de representación popular, investidos de potestad jurídica pública y determinados órganos del Estado, para 

formular un texto que puede presentarse ante una Cámara con el propósito de que, mediante el cumplimiento de 

un procedimiento reglamentario y constitucional, al aprobarse, se constituya en una ley.”2 

Como sabemos el municipio es una institución jurídica y social que en México desde el debate del constituyente 

de 1917 fue subordinado al control político y económico del centralismo gubernamental, ya que a pesar que 

hubo voces de libertad municipal, no logró tener los resultados deseados, ahora después de 100 años los 

municipios siguen esperando mayores atribuciones, ya que a pesar de las diversas reformas constitucionales de 

1983 y 1999 del artículo 115 constitucional en las que se le hicieron cambios importantes para la vida 

municipal, aun así, le seguimos debiendo a los municipios, sobre todo al Municipio Libre que debe tener mayor 

competencia para fortalecer al federalismo en nuestro país y cambiar la vida de la población. 

Han pasado más de 100 años y a pesar de las aparentes mejoras de la situación del municipio en México 

estamos a tiempo de reflexionar si las reformas hasta la fecha han cumplido los anhelos municipalistas de esta 

institución gubernamental, política y administrativamente, libre. 

El municipio, es entonces un antecedente primordial de la historia de nuestro país, ya que hasta el momento 

sigue siendo una institución fundamental para la definición de los asuntos públicos, para la organización y 

representación política, y en general, para la identificación y atención de las necesidades sociales del país. 

Siendo importante destacas que es una institución con oferta de futuro, con un valor primordial, reconocido y 

por consiguiente, por tener una amplia agenda de reformas pendientes que posibiliten su adecuación a las 

necesidades contemporáneas de la nación. 



 

 
 

Las reformas siempre han surgido del centro, los gobiernos locales reciben reformas en pequeñas dosis que les 

permiten ampliar los márgenes de gobierno municipal de manera tangencial. En un pasado no muy lejano el 

encargado de hacer dichas reformas siempre recaía en el presidente de la nación; hoy, la responsabilidad de 

iniciar las reformas recae en el congreso federal, los partidos políticos y los organismos electorales y en los 

ciudadanos con la nueva figura de la iniciativa ciudadana. 

Así, diversos actores tienen que ver con el destino del Ayuntamiento, pero se le sigue dejando a un lado en lo 

fundamental, la ampliación de sus funciones locales y sus atribuciones depende del proyecto nacional que 

tienen los partidos políticos nacionales o el gobierno federal. 

Resulta una inequidad que sean el Legislativo o el Ejecutivo, quienes propongan las normas de organización y 

funcionamiento del municipio. 

Se concluye entonces, que a 100 años del artículo 115 constitucional sigue en deuda para los municipios mayor 

libertad política y económica; política en razón que aún hay controles jurídicos y gubernamentales que detienen 

cumplir con los objetivos institucionales, si bien es cierto la actividad municipal ha tenido cambios importantes 

derivado de las reformas de 1983 y 1999, con lo cual el Municipio deberá surgir a la vida jurídica con desarrollo 

social, autonomía económica, presupuestal, hacendaria; con vida política y gubernamental, libre en pleno 

ejercicio de sus competencias. 

Con las ultimas adecuaciones realizadas al artículo 71 de la Constitución se dio a los ciudadanos la facultad de 

plantear iniciativas de ley, dejando a un lado a los municipios ya que es el único orden de gobierno que se 

encuentra incapacitado con respecto a presentar iniciativas directamente al Congreso de la Unión con el objeto 

de transformar y reformar su marco normativo. 

Tal y como se establece en el artículo 71, fracción I, de la Constitución, el Presidente de la República tiene la 

facultad para iniciar leyes o decretos, los cuales inclusive, en forma privilegiada, deben pasar siempre de 

inmediato a la Comisión, o si se trata de las iniciativas presentadas por el día de la apertura de cada periodo 

ordinario de sesiones, se le otorga un trato preferente, situación que no sucede con los diputados o senadores. 

El que el presidente esté facultado para presentar iniciativas se encuentra fundamentada, en que es el 

administrador de las necesidades, insuficiencias, carencias y los requerimientos de la población y titular de las 

dependencias y entidades de la administración pública federal, lo que en sentido estricto lo hace ser el sujeto 

que debería estar mejor capacitado, para proponer leyes que se requieren para administrar las instituciones y 

políticas públicas del país, por lo que al igual que el presidente, los alcaldes, deberían ser las personas más 

capacitadas para presentar iniciativas para iniciar leyes en materias que inciden en el desarrollo local y 

municipal. 

En la actualidad la mayoría de los estados de la República en sus constituciones locales conceden a los 

municipios la facultad de presentar iniciativas de ley, mientras en el ámbito federal los ayuntamientos no tienen 

esa misma facultad. Tal es el caso del estado de México, la Ciudad de México, Jalisco, Chihuahua, Querétaro, 

Nuevo León, etcétera. 

Claro está que si las constituciones entendidas como leyes supremas o superiores, en los estados democráticos 

de derecho, atribuyen la iniciativa legislativa a una pluralidad de sujetos, en lo que se denomina como sistema 

abierto e integrativo. Lo cual expresa el principio pluralista en el impulso del proceso de formación de las 

leyes.1 



 

 
 

3ueda clara la pertinencia de proponer que los municipios puedan tener esa facultad elevada a nivel 

constitucional, hoy existe una necesidad del fortalecimiento del municipio para asegurar un equilibrio entre los 

órdenes de gobierno, lo que permitirá un mejor, eficaz y eficiente desempeño de su responsabilidad de 

representar y salvaguardar los intereses de la sociedad. 

Por lo que se considera de suma importancia que, la facultad de iniciativa entonces, deberá otorgarse de manera 

abierta, para que los municipios estén facultados para presentar proyectos respecto a leyes de su competencia y 

abrir una vía para la promoción de las reformas municipalistas de manera directa. 

Por lo que se propone la siguiente modificación al texto de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos para quedar como sigue: 

 

Pues estoy convencido que el otorgamiento de la facultad de iniciativa a los municipios abonará a la 

consolidación de México como un estado democrático, daremos cabida al sistema de pesos y contrapesos y 

empezaremos a darle al municipio la importancia que tiene para la vida del país, comencemos a solventar la 

deuda histórica que tenemos con los municipios del país. 

Ante todo, lo expuesto, fundado y motivado, me permito presentar a consideración de esta asamblea la 

iniciativa con el siguiente 

Decreto por el que se reforma el artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículo Único. Se adiciona la fracción IV del artículo 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, recorriéndose subsecuentemente las demás, para quedar como sigue: 

Artículo 71. El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 

I. y III. ... 

IV. A los Ayuntamientos, en asuntos de competencia municipal . 

V. A los ciudadanos en un número equivalente, por lo menos, al cero punto trece por ciento de la lista 

nominal de electores, en los términos que señalen las leyes. 

... 

Transitorio 

Único . El presente decreto entrará en vigor al siguiente ejercicio fiscal de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

Notas 

1 Arteaga Nava, Elisur. Tratado de Derecho Constitucional. Volumen 1. Editorial Oxford University Press 

México, SA de CV, México, 1999 



 

 
 

2 Camposeco Cadena, Miguel Ángel. De las iniciativas. Manuales elementales de técnicas y procedimientos 

legislativos. LIV. H. Cámara de Diputados. México, 1990 

3 Derecho. http://www.uba.ar/publicaciones/lye/revistas/97/estado-constitucional-convencional-democratico-y-

social-de-derecho.pd  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de septiembre de 2020. 

Diputado Ricardo Villarreal García (rúbrica) 
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